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Respetado(a) Señor (a): 

[Datos personales eliminados en virtud de la Ley 1581 de 2012] 

 

Asunto:        Radicación: 17-170706 -00002-0000  

Trámite: 113  

Evento: 0  

Actuación: 440  

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, fundamento 
jurídico sobre el cual se funda la consulta objeto de la solicitud, procede la 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un pronunciamiento, 
en los términos que a continuación se pasan a exponer:  
 

1. OBJETO DE LA CONSULTA 
 
Atendiendo a la solicitud por usted radicada ante esta Entidad a través su 
comunicación de fecha 13 de junio de 2017 en el cual se señala: 
 

1. “(…) ¿El Centro Comercial debe validar toda la información y/o veracidad de 
los “posters” que nos envían las marcas para incluir en nuestra página web?  

2. ¿Colocar en nuestra página web este tipo de “posters” con ofertas, significa 
que nosotros como centro comercial estamos validando dichas ofertas?  

3. ¿Somos responsables solidariamente con la marca dueña de la oferta, según 
el artículo 30 de la citada ley en caso de que efectivamente la publicidad sea 
engañosa?  

4. ¿Cómo se podría inferir un dolo o culpa grave del centro comercial en estos 
casos? (…)” 

 
Nos permitimos realizar las siguientes precisiones: 
 

2. CUESTIÓN PREVIA  
 
Reviste de gran importancia precisar en primer lugar que la SUPERINTENDENCIA 
DE INDUSTRIA Y COMERCIO a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste 
la facultad de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en 
tal sentido, implicaría la flagrante vulneración del debido proceso como garantía 
constitucional. 



 

 
Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005 
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de 
petición de consulta no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o 
de un acto administrativo. No pueden reemplazar un acto administrativo. 
Dada la naturaleza misma de los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, 
a consejos, a pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones que 
emite la administración pero que dejan al administrado en libertad para 

seguirlos o no”. 1: 
 
Ahora bien, una vez realizadas las anteriores precisiones, se suministrarán las 
herramientas de información y elementos conceptuales necesarios que le permitan 
absolver las inquietudes por usted manifestadas, como sigue: 
 

3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO 
 

De acuerdo con las atribuciones conferidas por mandato legal a esta 
Superintendencia, en particular por el Decreto 4886 de 2011, corresponde a esta 
entidad, entre otras funciones, velar por el cumplimiento de las normas sobre 
protección del consumidor, sobre protección de la competencia, administrar el 
sistema nacional de la propiedad industrial, así como tramitar y decidir los asuntos 
relacionados con la misma, y conocer y decidir los asuntos jurisdiccionales en 
materia de protección del consumidor y competencia desleal. 
 

4. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 
De acuerdo con el Decreto 4886 de 2011, la Superintendencia de Industria y 
Comercio en materia de protección al consumidor cuenta con las siguientes 
funciones: 

 
- Velar por el cumplimiento de las normas sobre protección al consumidor, en 

particular, las contenidas en la Ley 1480 de 2011 y las demás que regulan 
los temas concernientes a la calidad, la idoneidad y las garantías de los 
bienes y servicios, así como por la verificación de la responsabilidad por el 
incumplimiento de las normas sobre información veraz y suficiente e 
indicación pública de precios, fijar términos de garantía, entre otras. 
 

- Vigilar, en los términos establecidos en la ley, la observancia de las 
disposiciones sobre protección a suscriptores, usuarios y consumidores de 
los servicios de telecomunicaciones. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencia C-542 de 2005. 



 

- Velar por el cumplimiento de los reglamentos técnicos sometidos a su 
vigilancia y control. 

 
- Vigilar a los operadores y fuentes de información financiera, crediticia, 

comercial y de servicios y la proveniente de terceros países con idéntica 
naturaleza, conforme a la ley de Habeas Data (Ley 1266 de 2008). 

 
- En facultades jurisdiccionales puede conocer y decidir los asuntos de 

protección del consumidor contenidos en el Art. 145 de la Ley 446 de 1998. 
 

5. LA PUBLICIDAD ENGAÑOSA 
 
El artículo 29 de la Ley 1480 de 2011 determina la fuerza vinculante de la publicidad: 
 

“Las condiciones objetivas y específicas anunciadas en la publicidad 
obligan al anunciante, en los términos de dicha publicidad.”2 

 
A continuación, la norma en cita, establece las prohibiciones y el régimen de 
responsabilidad frente a la publicidad. Veamos: 
 

“PROHIBICIONES Y RESPONSABILIDAD Está prohibida la publicidad 
engañosa.  
“El anunciante será responsable de los perjuicios que cause la publicidad 
engañosa. El medio de comunicación será responsable solidariamente 
solo si se comprueba dolo o culpa grave. En los casos en que el 
anunciante no cumpla con las condiciones objetivas anunciadas en la 
publicidad, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar, 
deberá responder frente al consumidor por los daños y perjuicios 
causados. Sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar, 
de no indicarse la fecha de iniciación de la promoción u oferta, se 
entenderá que rige a partir del momento en que fue dada a conocer al 
público. La omisión de la fecha hasta la cual está vigente o de la condición 
de que es válida hasta agotar inventario determinado, hará que la 
promoción se entienda válida hasta que se dé a conocer la revocatoria de 
la misma, por los mismos medios e intensidad con que se haya dado a 
conocer originalmente.”3 

 
En este sentido, los anunciantes están obligados ante los consumidores por las 
condiciones objetivas que anuncian en la publicidad y, en consecuencia, serán 
responsables por los perjuicios que cause la publicidad engañosa. 

 

6. CRITERIOS PARA DEFINIR LA PUBLICIDAD ENGAÑOSA 
 
Al amparo de los derechos constitucionales a la libertad de expresión y a la de 
informar y recibir información veraz e imparcial, conforme al artículo 20 de la 

                                                           
2 Ley 1480 de 2011, artículo 29. 
3 Ley 1480 de 2011, artículo 30. 



 

Constitución Política, a la de ofrecer bienes y servicios del artículo 78 ibídem, al 
ejercicio de actividad económica y a la iniciativa privada, del artículo 333 y al libre 
desarrollo de la personalidad de artículo 16, se protege el derecho a difundir 
información comercial impersonal o publicidad, que pretende dar a conocer a sus 
destinatarios la marca, el producto o servicio que ofrece un anunciante, con el fin de 
informar acerca de su existencia, persuadir o influir en su compra o generar su 
aceptación o recordación. En este sentido, la publicidad es una fuente de 
información comercial. 

 

La información que recibe el consumidor o usuario debe ser suministrada de manera 
y en condiciones tales que no lo induzcan o no lo puedan inducir a error en el 
momento de tomar la decisión de adquirir un bien o contratar un servicio, puesto 
que, una vez efectuado un juicio de valor en relación con los elementos objetivos 
que conforman la oferta del bien o servicio frente a las condiciones en que está 
dispuesto a adquirir un bien o contratar un servicio, el consumidor tomará una 
decisión que afecta su comportamiento económico.  
 
Al respecto se ha pronunciado la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-524 
del 16 de noviembre de 1995, con ponencia del Honorable Magistrado Carlos 
Gaviria Díaz, además de referirse a la finalidad de la publicidad o propaganda 
comercial, y los límites de ésta con respecto al consumidor, así: 
 

“El empresario o productor busca mediante la propaganda anunciar el 
artículo o servicio informando al público ciertos datos relacionados con la 
clase de producto, la calidad del mismo, sus ventajas o beneficios, usos, 
utilidad, etc., y de esta manera influir en la conciencia de las personas a 
quienes se dirige, para que adquieran el artículo o utilicen el servicio 
ofrecido y, como lo afirman los especialistas, incrementar de este modo las 
ventas y obtener mayores ganancias.  
 
“La publicidad permite que la persona se forme una opinión, y será ella 
quien, autónoma e independientemente, decida si compra el artículo o 
utiliza el servicio ofrecido. Pues, como lo afirmó la Corte en la sentencia C-
560 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo: "Debe reconocerse, 
por tanto, que el empresario, lícitamente interesado en comercializar sus 
productos o en obtener usuarios para sus servicios, está en libertad de 
ofrecerlos y que, cuando lo hace, no por eso viola los derechos 
fundamentales del receptor de la oferta. Este tiene, claro está, la libertad de 
aceptarla, rechazarla o ignorarla, quedando a salvo de todo peligro de ser 
forzado a celebrar un negocio jurídico que no le interesa". 4 

 
Como medio para proveer información comercial al público consumidor, la 
publicidad está sujeta al cumplimiento de los lineamientos marcados por el Estatuto 
de Protección al Consumidor: veracidad y suficiencia de la información sobre 
aspectos objetivos de los bienes o servicios. Al respecto, la Corte Constitucional, en 

                                                           
4 Corte Constitucional, Sentencia C-524 del 16 de noviembre de 1995, Magistrado ponente Carlos 
Gaviria Díaz. 



 

Sentencia C-010 del 2000, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez 
Caballero, manifestó:  

 
"La Constitución expresamente establece que la ley debe regular la 
información que debe suministrarse al público para la comercialización de 
los distintos bienes y servicios (CP art. 78), lo cual significa que la Carta no 
sólo permite sino que ordena una regulación de esta materia, mientras que 
en manera alguna autoriza que la ley reglamente la información que se debe 
proveer en materia política, religiosa, cultural o de otra índole.  
 
“Este mandato específico sobre la regulación de la información comercial, 
que obviamente incluye la publicidad, deriva de la estrecha relación de estos 
mensajes con la actividad económica y de mercado, en la medida en que 
constituyen un incentivo para el desarrollo de determinadas transacciones 
comerciales”.5 

 
En relación con los criterios a tener en cuenta para evaluar si una publicidad es 
engañosa el Dr. Juan Carlos Villalba Cuellar, en su libro “Introducción al Derecho 
del Consumo”, Editorial Universidad Nueva Granada, 2012, páginas 200 y 201, ha 
considerado: 
 

“No se necesita que el consumidor haya contratado o se le haya producido 
un daño, se incurre en la conducta por el solo hecho de haber publicado 
el mensaje y en este caso la sanción de tipo administrativo se debe 
imponer. 
“El análisis del mensaje publicitario se hace desde el punto de vista del 
consumidor, es decir, se mira el contenido del mensaje que recibió el 
público consumidor, independientemente de las consideraciones que 
haga el comerciante o anunciante sobre el anuncio las cuales no tienen 
relevancia, tales como “eso no fue lo que quisimos decir” o “no debe 
entenderse de esa forma.” 
“Se debe tener en cuenta siempre la noción de consumidor racional, es 
decir, en la publicidad se suelen hacer exageraciones que una persona 
racionalmente puede entender que no es cierta. Por esta razón la 
publicidad hipérbole y los mensajes de tipo subjetivo no se tienen como 
engañosos. 
“El análisis del mensaje no debe ser exclusivamente gramatical, dice 
García Sais que “el anuncio induce a error si la mayoría de los 
consumidores lo entienden en un sentido diferente al gramatical” 
“El análisis que se hace de un anuncio es de carácter integral, no 
parcializado, se debe examinar la totalidad del anuncio, mensajes 
sonoros, escritos, gráficos, tal y como lo percibe el consumidor. 
“El análisis que se hace del anuncio es de carácter superficial, debe 
tenerse en cuenta que el consumidor queja influenciado mediante un 
examen superficial del mensaje publicitario, por lo tanto no se puede 
recurrir a interpretaciones forzadas o complejas. (…) 

                                                           
5 Corte Constitucional, Sentencia C-010 del 2000, Magistrado ponente Alejandro Martínez Caballero. 



 

“El deber de información será directamente proporcional con el nivel de 
peligro potencial del producto que se está ofreciendo.”6 

 
De otra parte, la doctrina ha establecido una serie de pasos a aplicar con el fin de 
evaluar si una publicidad resulta engañosa: 
 

 “Primer paso; determinar si el mensaje es objetivo. 
“Como se expresó anteriormente, el principio sobre el que se soporta la 
reglamentación de la publicidad engañosa, consiste en establecer que 
aquellas afirmaciones objetivas que contenga un anuncio, deben ser 
ciertas, verificables y suficientes. En tal sentido, para evaluar un mensaje 
comercial las afirmaciones o imágenes que en éste se hagan deben ser 
apreciadas dentro del contexto en que se desarrolla la campaña o el 
anuncio y no cada una individualmente. 
 
“En este punto resulta de suma importancia tener en cuenta que el 
principio de veracidad aplica solamente para las afirmaciones que son 
objetivas, es decir, aquellas que se refieren a características propias de 
los productos (calidad, cantidad, precio) o a aspectos medibles del 
mensaje (ej. Estadísticas de consumo - más del 70% de los consumidores 
prefieren…) y no a elementos puramente subjetivos como son juicios 
estimativos que el propio anunciante hace de su producto. Lo anterior en 
razón que la veracidad, sólo se puede predicar de aquello que es 
apreciable objetivamente y no de las opiniones, que por ser subjetivas, 
son personales e incomprobables. 
 
“Bajo estos parámetros, lo primero que se debe realizar para determinar 
si una pieza publicitaria es o no engañosa, es establecer cuáles son los 
elementos objetivos del mensaje que se transmite al consumidor. Aun 
cuando no se puede fijar una regla absoluta en este punto, normalmente 
los elementos objetivos del mensaje se traducen en la promesa que se 
transmite al consumidor y especialmente en los argumentos o reason why 
con los que ésta se soporta. (…) 
 
“Segundo paso; determinar las características del bien o servicio 
anunciado, para enfrentarlas con el mensaje transmitido. 
 
“Según el Diccionario de la Lengua Española, veraz significa "que dice, 
usa o profesa siempre la verdad". A su turno el término verdad, significa 
"conformidad de las cosas con el concepto que de ellas forma la mente. - 
conformidad de lo que se dice, con lo que se dice, con lo que se siente o 
piensa. - juicio o proporción que no se puede negar racionalmente." 
 
“Uniendo las definiciones arriba transcritas, con lo dispuesto por las 
normas sobre publicidad engañosa, se concluye que la información que 
se dé al consumidor acerca de los componentes y propiedades de los 
bienes y servicios que se ofrezcan, deber estar conforme con la realidad 
que de éstos se busca transmitir. 

                                                           
6 “Introducción al Derecho del Consumo”, Juan Carlos Villalba Cuellar, Editorial Universidad Nueva 
Granada, 2012, páginas 200 y 201 



 

 
“En tal sentido, resulta indispensable conocer a fondo la realidad del 
producto al que se refiere la publicidad, para así poder determinar si las 
promesas y el reason why en el que éstas se soportan, son ciertos y 
comprobables. Si al enfrentar el mensaje con la realidad objetiva se 
concluye que éstas no concuerdan, se tendrá que el mensaje es 
literalmente falso y por regla general engañoso. 
 
“Tercer paso; determinar si la información transmitida es suficiente para 
el consumidor. 
 
“Uno de los requisitos que suelen contener las normas para evitar el error 
del consumidor, consiste en establecer que la información que se 
transmita al consumidor sea suficiente. 
 
“Según el Diccionario de la Lengua Española, suficiente significa 
"Bastante para lo que se necesita.- Apto o idóneo." A su turno bastante 
quiere decir "Ni mucho ni poco, ni más ni menos de lo regular, ordinario o 
preciso; sin sobra ni falta." 
 
“Uniendo las definiciones arriba transcritas, con lo dispuesto por las 
normas, se concluye que la información que se dé al consumidor acerca 
de los componentes y propiedades de los bienes y servicios que se 
ofrezcan, deber ser aquella que ordinaria o regularmente se considera 
necesaria o idónea, para que el consumidor se forme una opinión acerca 
de la oferta planteada y tome una decisión de si aceptar o rechazar la 
misma. 
 
“Nótese que las normas no establecen que en la información que se 
transmita al consumidor, se deban indicar absolutamente todos los 
aspectos relacionados con el producto o el servicio ofrecido, sino que 
dispone que la información relacionada con los componentes o las 
propiedades de los bienes y servicios anunciados sea suficiente, es decir, 
que sea bastante o la necesaria para el fin que se emplea. 
 
“Esta diferencia es de suma importancia, pues el principio de suficiencia 
obliga a que en cada caso particular, se deba analizar si la información 
transmitida es o no la información ordinaria que el consumidor necesita 
para conocer las características objetivas de la oferta, del producto o del 
servicio que se anuncia. 
 
“Es así, como para determinar si una información es suficiente, se debe 
tener en cuenta cuál es la experiencia o el nivel de conocimiento que los 
consumidores tienen frente al producto o servicio anunciado, para de esta 
forma determinar el nivel o la cantidad de información que debe 
transmitirse. (…) 
 
“Cuarto paso; establecer cuál es la actitud y el entendimiento que el 
consumidor racional asume frente a la oferta presentada. 
 



 

“Cuando un anunciante realiza publicidad, busca que la información que 
transmite llegue a un número amplio de personas, para incentivarlos a 
que motivados por la misma y decidan aceptar la oferta que se les plantea. 
En tal sentido es posible que alguna o algunas de las personas que 
reciben la información, interpreten el contenido de su mensaje en una 
forma equivocada, irracional o absurda, pero no por ello se puede 
responsabilizar de dichas interpretaciones al oferente, pues forzarlo a 
prever todas las interpretaciones, inclusive las más irracionales y 
absurdas, es obligarlo a lo imposible, lo cual es lógica y jurídicamente 
incorrecto. 
 
“(…) 
 
“Para establecer si una pieza publicitaria es susceptible de inducir a error, 
es importante tener en cuenta el entendimiento racional que el 
consumidor común o medio le da a los mensajes publicitarios. Lo anterior 
se explica en razón a que si el error es generalizado, el origen del mismo 
se encuentra en la información; pero por el contrario, si el error es aislado, 
la falla en el entendimiento de la información no se encuentra en ésta, 
sino en los pocos individuos o casos aislados que interpretaron 
equivocadamente la información, por lo cual el error ser atribuible a ellos 
y no a la comunicación ni al anunciante. (…) 
 
“Así las cosas, el parámetro que universalmente se utiliza para evaluar si 
un mensaje es o no engañoso, es el del consumidor medio o racional. 
Este parámetro se fundamenta en la realidad de la forma cómo los 
consumidores entienden la publicidad, pues parte de la base de reconocer 
que las personas que reciben los anuncios, realizan un examen superficial 
de ellos y no uno profundo y detallado. (…) 
 
“Así, los anuncios deberán ser juzgados atendiendo a su contenido y al 
significado que el consumidor les atribuiría, al sentido común y usual de 
las palabras, frases y oraciones y lo que éstas sugieren o afirman sin tener 
que recurrir a interpretaciones alambicadas, complejas o forzadas 
prefiriéndose de varias interpretaciones posibles, aquella que surge más 
naturalmente a los ojos del consumidor." Una interpretación adecuada es 
aquella que busca entender el contenido y las afirmaciones que se hacen 
en los anuncios en la forma natural y obvia en la que la mayoría del público 
objetivo al que se dirige la publicidad lo haría. En este orden de ideas, las 
normas sobre publicidad engañosa buscan que los consumidores a los 
cuales se dirigen los anuncios, adopten una posición razonable frente a 
los mismos, dándole a la información que les es transmitida una 
interpretación natural y obvia, que sin llegar a ser profunda, científica y 
técnica, les permita separar los elementos puramente creativos, de 
aquellos objetivamente comprobables y creíbles. (…) 
 
“Con base en lo anterior, se concluye que para saber si una pieza 
publicitaria es o no engañosa, se debe partir por establecer si los 
elementos objetivos del mensaje concuerdan con la realidad del producto 



 

y si dicha información es suficiente para que un consumidor racional se 
forme una idea correcta del bien o servicio que se anuncia. (…)”7 

 
7. RESPONSABILIDAD POR LA PUBLICIDAD ENGAÑOSA. 

 
Los autores Alejandro Giraldo López, Carlos Germán Caycedo Espinel y Ramón 
Eduardo Madriñán Rivera, en su obra Comentarios al Nuevo Estatuto del 
Consumidor (Legis, Primera Edición, 2012, páginas 93 y 94), en relación con la 
responsabilidad por la publicidad engañosa consideran: 
 

“(…) la responsabilidad por publicidad engañosa opera con la sola 
demostración de que la publicidad no corresponde a la realidad o que por 
ser insuficiente tiene la capacidad de inducir a error o confusión al 
consumidor. De igual forma, puede demostrarse que la publicidad ha sido 
diseñada, preparada o presentada de tal forma, o que ha omitido cierta 
información importante, que es capaz de producir engaño al consumidor 
para la adquisición de un producto en unas condiciones determinadas que 
no son reales. Lo anterior, aunado al hecho de que las causales de 
exculpación son regladas y limitadas a ciertas circunstancias, la 
responsabilidad derivada de la publicidad engañosa se puede considerar 
como una responsabilidad estricta del anunciante. (…)”.8 

 
Como puede verse, existe unicidad en el tema, donde, tratándose de publicidad 
engañosa, lo importante siempre será la protección del consumidor frente a la 
información que sobre un producto se le suministra. 
 
Además de las eventuales sanciones por el engaño en publicidad, los consumidores 
podrán adelantar acciones jurisdiccionales encaminada a las indemnizaciones 
ocasionadas por la publicidad engañosa, tal y como lo contempla el artículo 56 de 
la Ley 1480 de 2011. 
 
Por la violación de las normas de protección al consumidor contenidas en la Ley 
1480 de 2011 se podrán imponer las multas y sanciones contenidas en su artículo 
61. 
 

8. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA 
PRESENTADA 

 
En línea con lo anterior, y teniendo en cuenta que a este punto se ha logrado la 
exposición de las consideraciones de orden constitucional, legal, jurisprudencial y 
doctrinal, en el marco de los interrogantes planteados en la solicitud formulada, nos 
permitimos manifestar: 
 

                                                           
7 Jaeckel Kovacs Jorge, Publicidad Engañosa: Análisis Comparativo, Boletín Latinoamericano de 
Competencia, Tomo número 20, junio 2005, tomado de:  
http://ec.europa.eu/competition/publications/blc/boletin_20_1_es.pdf, páginas 59 a 61. 
8 Comentarios al Nuevo Estatuto del Consumidor, Alejandro Giraldo López, Carlos Germán Caycedo 
Espinel y Ramón Eduardo Madriñán Rivera, Legis, Primera Edición, 2012, páginas 93 y 94 



 

En primer lugar, conviene precisar que esta Oficina se encuentra impedida para 
emitir pronunciamientos frente a casos particulares y en tal sentido, carece de 
facultades para determinar la forma como un centro comercial administra su página 
web y evalúa el contenido que pretende publicar. No obstante lo anterior y pese a 
la precitada imposibilidad, tenga en cuenta lo siguiente:  
 
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-592 de 2012 al analizar los cargos 
de inconstitucionalidad propuestos sobre el artículo 30 de la ley 1480 de 
2011manifestó frente a los medios de comunicación lo siguiente: 
 

Las instituciones democráticas contemporáneas, el concepto de Estado social, 
el respeto por la dignidad de la persona humana, el pluralismo como valor y 
principio constitucional, la aparición de medios de comunicación masiva como 
la televisión satelital, la internet y sus redes sociales, los periódicos digitales, 
las revistas virtuales y, en general, la tecnología de nuestro tiempo, confieren a 
la libertad de expresión una nueva dimensión. 

 

Así las cosas y con la finalidad de dar solución a sus primeras dos inquietudes, los 
medios de comunicación pueden ser definidos como aquellos “instrumentos 
utilizados en la sociedad contemporánea para informar y comunicar mensajes en 
versión textual, sonora, visual o audiovisual. Algunas veces son utilizados para 
comunicar de forma masiva, para muchos millones de personas, como es el caso 
de la televisión o los diarios impresos o digitales, y otras, para transmitir información 
a pequeños grupos sociales, como es el caso de los periódicos locales o 
institucionales.”9 
 
En consecuencia, las páginas web informativas que promocionan la publicidad de 
ciertos anunciantes o establecimientos de comercio, serán consideradas como 
medio de comunicación al tenor de lo establecido en el artículo 30 de la ley 1480 de 
2011 y la jurisprudencia previamente referenciada y en tal sentido, los propietarios 
de los aludidos sitios virtuales serán solidariamente responsables por la publicidad 
engañosa que ocasione perjuicios a los consumidores solo si se comprueba dolo o 
culpa grave en su comportamiento. 
 
Expuesto lo anterior y en aras de dar solución a su tercer interrogante, cabe resaltar 
que el artículo 30 de la Ley 1480 de 2011 no impone una responsabilidad solidaria 
objetiva en cabeza de los medios de comunicación; estos únicamente responderán 
en cuanto se demuestre que su comportamiento es doloso o gravemente culposo 
respecto de los perjuicios causados al consumidor y al cabo de un proceso judicial 
o administrativo en el que sean declarados jurídicamente responsables. 
 
Por último y frente a su cuarta inquietud, reiteramos que nos encontramos 
impedidos para pronunciarnos en torno a eventos concretos y cada caso debe ser 
considerado de manera particular, a efectos de determinar el alcance de la 

                                                           
9 Subgerencia Cultural del Banco de la República. (2015). ¿Qué son los medios de 
comunicación?. Recuperadode: http://admin.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/comunic
acion/los_medios_de_comunicacion.htm 



 

publicidad y las circunstancias de tiempo, modo y lugar que hacen parte la misma, 
lo cual será de examen de la autoridad que conozca del asunto luego de un proceso 
judicial o administrativo.  
 
No obstante lo anterior, tenga en cuenta que el máximo Tribunal Constitucional 
manifestó frente a su consulta lo siguiente: 
 

Recuerda la Sala que según el artículo 63 del código civil la culpa grave es la 
negligencia grave consistente en no manejar los negocios ajenos con aquel 
cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear 
en sus negocios propios, mientras el dolo es la intención positiva de inferir 
injuria a la persona o propiedad de otro. Al tenor de la norma demandada una u 
otro deberán ser demostrados antes de declarar solidariamente responsables 
al anunciante y al medio de comunicación. 
  
Finalmente, considera la Corporación que después de establecida la 
responsabilidad solidaria prescrita en la norma que se examina, tanto el 
anunciante como el medio de comunicación podrán ejercer las acciones 
encaminadas a reclamar del otro el pago o la devolución de las sumas de dinero 
respecto de las cuales fue declarada inicialmente la responsabilidad solidaria, 
pero cuya causa haya tenido origen en la actividad dolosa o gravemente 
culposa de una de las partes. 

 
Al respecto, la doctrina ha considerado que: “En relación con la responsabilidad del 
medio, en la determinación de responsabilidad se deberá probar la culpa grave o el 
dolo del medio, por lo cual habrá que tener en cuenta la diligencia del medio en la 
autorización de difusión de la pauta y si era posible determinar la existencia de 
engaño en la publicidad”10 
 
Así las cosas, la determinación del dolo o la culpa grave frente a los medios de 
comunicación deberá ser considerada en el marco de un proceso judicial o 
administrativo y luego del debate probatorio respectivo, por cuanto se insiste, la 
responsabilidad en este caso es subjetiva y corresponderá al implicado comprobar 
que su comportamiento fue diligente y cuidadoso al momento de publicar la 
información del anunciante. 
 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la 
Oficina Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por ésta 
Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/Doctrina  
 
En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, 
reiterándole que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la ley 
1437 de 2011, esto es, bajo el entendido que las mismas no comprometen la 

                                                           
10 JAECKEL, Jorge. “Publicidad Engañosa” en: “Perspectivas del Derecho de Consumo”. Universidad 
Externado de Colombia. Bogotá. 2013. p. 208 
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responsabilidad de esta Superintendencia ni son de obligatorio cumplimiento ni 
ejecución.  
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